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JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO

Medellín, cinco (5) de junio de dos mil veinte (2020)
Tipo de Proceso:
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - LABORAL

Demandante:
     
LUIS FELIPE MONTOYA MORALES
Demandada:
     
DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA
Radicado:
     
05001 33 33 001 2017 00642 00
Decisión:                 
DECLARAR PROBADAS LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA.
Sentencia N°             
	TEMA: Reliquidación / Primera Mesada Pensional / IPC / Actos Administrativos / Prescripción.


Procede esta judicatura a proferir sentencia de primera instancia en el medio de control de la referencia.

I. ANTECEDENTES

1. PRETENSIONES

Declarar la NULIDAD TOTAL de los actos administrativos expedidos por el DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA contenidos en las resoluciones No. 2017060094875 del 03 de agosto del 2017 por medio de la cual el negó la indexación y actualización de la mesada pensionaI con el IPC, Resolución No. S2017060105889 del 20 de octubre del 2017 resolvió el recurso de Apelación interpuesto contra la Resolución No. 2017060094875 del 3 de Agosto del 2017 y negó la actualización y la indexación de la mesada pensional. 
En consecuencia, de la anterior declaración y por restablecimiento del derecho se reconozca y pague la actualización e indexación de la mesada pensional año a año con base al IPC conforme el artículo 14 de la ley 100 de 1993, artículos 48 y 53 de la Constitución Política, además del pago de costas y agencias en derecho.  
HECHOS

Indica el apoderado que el demandante tiene más de 80 años de edad, que la pensión de jubilación fue reconocida por el Departamento de Antioquia mediante Resolución No. 00032 del 16 de enero de 1979, fue reconocida a la accionante por valor de $6.822,31 efectiva a partir del 22 de octubre de 1978.

Aduce que para el reconocimiento de esa prestación se tuvo en cuenta el último salario devengado sin haber actualizado esa suma de dinero.
NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN

Señala como normas violadas los artículos 1, 6,13, 53 y 121 de la Constitución Nacional.
Expone que el derecho a la indexación de la primera mesada pensional está claramente consagrado en normas constitucionales, por principios de justicia y equidad, hace un análisis normativo de los artículos mencionado anteriormente.
Invoca los principios de proporcionalidad, proporcionalidad y razonabilidad en relación con la indexación y reajuste de la pensión. 

Frente a normas de carácter legal, vulnera los artículos 1 de la Ley 4 de 1976 y el artículo 14 de la ley 100 de 1993, de igual forma trae a cuento sentencias emitidas por el tribunal de cierre de las Jurisdicción Contenciosa Administrativa y de la Corte Constitucional sentencia SU637 del 17 de noviembre de 2016 expediente t-5 307.724, donde se tratan asuntos similares al del presente proceso.
POSICIÓN DE LA ENTIDAD ACCIONADA

La entidad demandada DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA (folios 77 a 83), obrando a través de apoderada judicial, da contestación a la demanda de manera oportuna, en los términos fijados para ello oponiéndose a las pretensiones y afirmando respecto de los hechos que algunos son ciertos, otros no y otros no corresponden a hechos. Aclarando que el accionante es pensionado y el acto que reconoció la pensión es el n° 001 del 16 de enero de 1979 expedido por la secretaria seccional de salud y protección social de Antioquia (antes servicio seccional de salud de Antioquia), que la fecha de retiro laboral fue el 21 de octubre de 1978, y la pensión se estableció con los requisitos de la ordenanza 023 el año 1974, efectiva para el actor a partir del 22 de octubre de 1978.

Informa que la favorabilidad de la Ordenanza 67 de 1996 frente el decreto 2108 de 1992 y realizado el ejercicio con respecto al salario mínimo legal vigente para el año 2017 (5737.717), y tomando la mesada pensional para el mismo año ($1.062.227), este último valor, equivale a (1,44) salarios mínimos; cifra que es superior en comparación con los salarios mínimos a que equivaldría la mesada pensional si sólo hubiese sido reajustada con los incrementos de ley y con el incremento del Decreto 2108 de 1992. 
Resume que “para los años 1978 y hasta 1988, la pensión vitalicia del demandante, obtuvo un reajuste adicional al incremento del salario establecido para esos años; de lo cual se extrae que la pretendida nivelación ya se hizo por parte de la Secretaria Seccional de Salud y Protección Social de Antioquia y, ninguna diferencia existió entre el aumento de salario y el reajuste pensional por la relación directa que se estableció en el incremento decretado para la pensión, acorde con la Ordenanza 67 de 1996; reajuste que en virtud de la Ley 4 de 1976 "por la cual se dictan normas sobre materia pensiona/ de los sectores público, oficial, semioficial y privado y se dictan otras disposiciones" (anuales a partir del 22/10/1978) y la Ley 71 de 1988 "por la cual se expiden normas sobre pensiones y se dictan otras disposiciones" (anuales a partir del 1 de enero de 1989), se determinaron en el mismo porcentaje del incremento del salario mínimo legal mensual para el respectivo año. 
Finalmente es necesario tener en cuenta en este caso, que la Ley 100 de 1993 "Por la cual se crea el sistema de seguridad social integral y se dictan otras disposiciones", trajo en su artículo 14, la manera como se reajustaban las pensiones, y ordenó que se haría con el índice de precios al consumidor en adelante - IPC, lo que traduce, que desde 1995 a la fecha 2018, el valor de la mesada pensional debiera estar muy por debajo del porcentaje en salarios mínimos, y sin embargo, como lo hemos reiterado, era tan bondadosa la Ordenanza 67 de 1996, reajustando las mesadas pensionales, que aún todavía, sigue la mesada presentado una ganancia en el poder adquisitivo, en comparación, si sólo se hubiese reajustado con los incrementos de ley y del decreto 2108 de 1992.
Concluye que la primera mesada se le reconoció al señor LUIS FELIPE MONTOYA MORALES 

con un ingreso base de liquidación que correspondía al último salario devengado, más el promedio de las primas del último año de servicio como fue detallado anteriormente, no tuvo impacto negativo en la pensión reconocida con el 100% del salario promedio ya que no hubo una desmejora apreciable en el ingreso base de liquidación.”
Propone como EXCEPCIONES:

- INEXISTENCIA DE DESAJUSTES EN DESFAVOR DEL DEMANDANTE
- INEXISTENCIA DE LA OBLIGACION EN CABEZA DE LA ENTIDAD TERRITORIAL.
- PRESCRIPCIÓN

- COMPENSACIÓN
- LA GENERICA

EL TRÁMITE.

El proceso correspondió por reparto a este Juzgado, el cual por auto del 22 de enero de dos mil dieciocho (2018) dictó auto admisorio (folio 60), el cual fue notificado a la entidad demanda, la Agencia Nacional para la Defensa al Estado y al Ministerio Público en debida forma. La entidad demandada dentro del término dio respuesta a la demanda (folio 77 y Ss) y se dio el respectivo traslado secretarial de excepciones el día 29 de agosto de 2018; una vez lo anterior mediante auto notificado por estados del 17 de septiembre de 2018 se fijó fecha para la presente audiencia inicial, en la cual se prescindió de la audiencia de pruebas; corriéndose traslado a las partes para alegar de conclusión, dentro de la misma, quienes lo hicieron así: 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

PARTE DEMANDANTE: Dentro del término, la parte actora no presentó los alegatos. 

PARTE DEMANDADA DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA: Solicita se nieguen las pretensiones de la demanda y ratifica la contestación.
POSICIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO: El Procurador delegado en lo Judicial ante éste Despacho no emitió concepto en este proceso.
CONSIDERACIONES DEL DESPACHO

EL PROBLEMA JURÍDICO: Le corresponde al Despacho resolver si se ajusta o no a derecho el acto administrativo demandado Resolución S2017060105889 de 2017 y Resolución S2017060105889 de 2017, mediante el cual se negó la indexación y actualización de la mesada pensional con el IPC, o si por el contrario dicha liquidación se realizó conforme a derecho y no corresponde realizar dicha actualización. 
Derivado del eventual éxito de la pretensión relativa a la legalidad de los actos, deberá el Despacho resolver sobre las pretensiones resarcitorias solicitadas en la demanda.
2. Presupuestos Procesales: 

Revisando los presupuestos procesales, para el caso concreto, se cumplen cada uno de ellos:

-  Competencia: El Despacho es competente para conocer del medio de control, en virtud de lo establecido en el numeral 2º artículo 155 y en el numeral 3 artículo 156 del CPACA.  

- Legitimación: No existe duda pues ambas partes acuden en ejercicio del derecho de postulación; encontrándose legitimado por ACTIVA el demandante al considerarse afectado con el acto administrativo atacado y por PASIVA, la entidad accionada pues es quien expide la actuación. Además, ambas partes actúan en ejercicio del derecho de postulación a través del apoderado judicial debidamente constituido. 

-  Requisitos y Trámite: La demanda reúne los requisitos de los artículos 161 y S.s. del CPACA. Y se impartió el trámite regulado en el Título IV, artículos 168 y siguientes del CPACA.

- Nulidades: No avizora el Despacho nulidad alguna que deba declarase en este momento procesal.

-  Caducidad: La figura procesal no opera para el caso concreto por tratarse de un asunto de prestaciones periódicas.
- Agotamiento de los recursos.  Se encuentran debidamente agotados, conforme lo establecen los artículos 74 y S.s. y 161 del CPACA., pues en el caso concreto se agoto el recurso de apelación en sede administrativa.
3. MARCO JURIDICO.

De la legalidad del acto acusado: Para poder determinar la ilegalidad o legalidad del acto acusado resulta imprescindible hacer las siguientes precisiones legales y jurisprudenciales:

Del pronunciamiento de la jurisprudencia frente a la actualización de la pensión de jubilación: Esta figura de la indexación de la primera mesada pensional, fue tema de la Corte Constitucional en sentencia unificada SU–120 del 13 de febrero de 2003, con ponencia del Magistrado Dr. Álvaro Tafur Galvis, en la que analizó ampliamente la forma como debía actualizarse la pensión de jubilación, indicando: 

“- Que el establecimiento de regímenes diferenciados en materia pensional no discrimina per se a los trabajadores excluidos de la previsión, salvo que de tal establecimiento se derive “un tratamiento inequitativo y menos favorable para un grupo determinado de trabajadores, frente al que se otorga a la generalidad del sector, y que el tratamiento dispar no es razonable (...).”.
 

“- Que aunque “[e]l reajuste de las pensiones tiene por objeto proteger a las personas de la tercera edad, quienes por las condiciones físicas derivadas de la edad o enfermedad, se encuentran en la imposibilidad de obtener otros recursos distintos para su subsistencia y la de su familia”; y sin desconocer que los “incrementos periódicos que consagra la Constitución (arts. 48 y 53), permiten que las mesadas no pierdan su capacidad adquisitiva en beneficio de los pensionados (...)”; corresponde al legislador establecer la proporción en que las pensiones deben incrementarse, al igual que la oportunidad y la frecuencia del incremento
. Con miras a lograr un uso adecuado de los recursos del sistema solidario de seguridad social

“- Que tales incrementos deben consultar, “en la medida de lo posible el equilibrio en el sistema, fundado en principios como la solidaridad y universalidad del mismo”
; sin desconocer la especial protección quienes se encuentran “por razones económicas, en situación de debilidad manifiesta frente a los demás”
. 

“- Que cuando el valor actual de la pensión y el valor inicial de la misma arrojan una diferencia a favor del trabajador, los obligados deben reintegrar lo dejado de pagar, para que “quienes con el paso de los años han visto aminorar el poder adquisitivo de su pensión (..)” logren compensar el desmedro patrimonial sufrido (..) porque (..) el ente estatal debe permanecer vigilante de los derechos de los pensionados, sin distingo de su capacidad económica, debido a que integran uno de los grupos sometidos a su especial protección (..)
”
. 

Por su parte, el CONSEJO DE ESTADO, verdadero órgano de cierre en la materia, en su jurisprudencia, fundado en los principios constitucionales de la Carta de 1991, especialmente en los contenidos en los artículos 48 inciso último, referido a lo que podríamos denominar la equidad social, en el que se dispuso que “La ley definirá los medios para que los recursos destinados a pensiones mantengan su poder adquisitivo constante” y en el previsto en el artículo 53 inciso 3º en el que se sostuvo que “El Estado garantiza el pago oportuno y el reajuste periódico de las pensiones legales”, concluyó que:

“…el ajuste de valor obedece al hecho notorio de la constante y permanente devaluación de la moneda de nuestro país, que disminuye en forma continua el poder adquisitivo del ingreso, por lo que disponer la indexación, en casos como el presente, es una decisión ajustada a la ley y un acto de equidad, cuya aplicación por parte del Juez encuentra sustento en nuestro máximo ordenamiento jurídico, como expresamente lo consagra el artículo 230 de la Carta”. 

Conforme a lo anterior si entre el momento de retiro y la fecha en que se cumplen los requisitos para adquirir la pensión no se realizaron aportes, debe actualizarse el ingreso obtenido en el último año de servicios conforme al IPC; una interpretación distinta equivaldría a liquidar la pensión con fundamento en una suma devaluada con pleno detrimento del jubilado, lo que implicaría desconocer la realidad económica del país y la situación real del pensionado. 

En ese mismo sentido, existía ya pronunciamiento de tan Honorable Corporación al referirse al asunto de la siguiente manera
:
(...) En un régimen de seguridad social concebido bajo los principios de la eficiencia, universalidad y solidaridad, como lo prevé la Constitución (art.48), la pensión de jubilación ocupa un lugar privilegiado, tiene por finalidad garantizar la subsistencia de las personas de la tercera edad en condiciones dignas y justas. Es un fin superior que el Estado y la sociedad concurren para la protección y asistencia de estas personas. Desde esta perspectiva, el reconocimiento y pago de la pensión de jubilación, tomando para su liquidación sumas empobrecidas por los efectos inflacionarios, resulta contrario a los postulados anotados, desamparándose a la persona de la tercera edad. 

A lo anterior se agrega que los aportes que hace el servidor para constituir el seguro o amparo de las contingencias de la tercera edad, corresponden al ahorro obligado por largos años de servicios, (…) No se trata pues de una dádiva que la entidad a cuyo cargo se halla su reconocimiento, suministra al servidor a título de donación gratuita, sino que corresponde a sus aportes, que conforme a las normas reguladoras del sistema de seguridad social en pensiones, deben contribuir los afiliados forzosos. 

No aceptar la indexación del ingreso base del demandante, pretextando que los últimos años no estuvo vinculado laboralmente luego de haber prestado sus servicios, (…) y de esa manera reconocer su mesada pensional, con valores deteriorados, constituiría una afrenta a la justicia e iría en contravía de los postulados Constitucionales citados.

Negar la revalorización de la base de liquidación de la pensión de jubilación, argumentando ausencia de una disposición precisa que así lo establezca, no obstante la evidente pérdida del poder adquisitivo de la unidad monetaria, es desconocer la primacía de los principios y valores constitucionales que por mandato de nuestra Carta se deben observar en las actuaciones judiciales y se incurre en el pecado que señala el aforismo latino de “sumum jus summa injuria” – derecho estricto injusticia suprema – que se suele utilizar para indicar que al juez no puede considerársele como un autómata, o esclavo de la norma escrita, por ley debe entenderse el ordenamiento jurídico como un todo. Incluso, en los casos como el aquí examinado, la doctrina constitucional permite dejar de lado el texto de la ley para no proferir decisiones que contraríen el orden justo, valor este constitutivo de nuestro ordenamiento Constitucional. 

En efecto, como ya quedó dicho el artículo 1º de la Ley 33 de 1985, al regular la situación que en este asunto se controvierte, no previó el deterioro de los valores en razón de nuestra economía inflacionaria; esta circunstancia, justifica la utilización de la equidad como criterio auxiliar para dirimir la presente controversia tal como lo dispone el artículo 230 de la Carta. Ahora bien, como en el artículo 178 del C.C.A. se reconoce el ajuste al valor de las sumas que se resuelvan mediante sentencia de la jurisdicción en lo contencioso administrativo a sus previsiones habrá de acudirse. 

Vistos los principios Constitucionales, la naturaleza del derecho a la pensión de jubilación, la orientación jurisprudencial, y siendo conscientes de la inestabilidad de nuestra economía, que día a día sufre los rigores de la inflación, resultaría contradictorio no ordenar la actualización de los valores correspondientes a la pensión de jubilación del actor en las condiciones que han quedado expuestas (...).         

Con todo es el principio de favorabilidad el que garantiza en materia laboral, los derechos del trabajador, no solo en el campo constitucional, sino legal y no puede desconocer el Funcionario Judicial, la necesidad de mantener el equilibrio de la relación laboral, y el valor adquisitivo de la pensión, como aparece consagrado en los arts. 53 y 230 de la C.P.

Es cierto que no existe norma que de manera expresa ordene esa indexación, cuando como en el caso de la pensión, la suma se pague en fecha posterior a la de la causación del derecho, sin embargo, la misma Jurisprudencia de las Altas Cortes ha observado la posibilidad de ello, con base en los principios atrás anotados, al encontrar que en algunos casos existió omisión del Legislador, violentando principios como el de igualdad y el respeto a los precedentes o por violación de principios.

Es por ello que la misma Jurisprudencia, ha establecido que negar la revalorización de la base de la liquidación de pensión de jubilación, por la correspondiente desvalorización de la moneda, por ausencia de norma que así lo contemple, sería desconocer los principios y valores constitucionales, evitando proferir decisiones que vayan contra el orden justo. Ese ajuste se debe al hecho notorio de la devaluación constante y permanente de la moneda en nuestro país, lo que disminuye el poder adquisitivo del ingreso, por lo que disponer la indexación, es una decisión ajustada a la Ley y un acto de equidad, como expresamente lo consagra el art. 230 de la misma C.P., ello como única forma de que la persona se vea impelida a recibir un ingreso devaluado, con el objeto de que represente su valor real al momento del pago efectivo y se debe reconocer que las sumas no canceladas en el tiempo sufren los rigores del deterioro inflacionario, que ha sido precisamente lo que ha impuesto la variación jurisprudencial en tal sentido.

En conclusión, el pago de esa indexación es obligatorio, para evitar que se traslade al pensionado la perdida del poder adquisitivo de la moneda, máxime cuando ese es generalmente el único emolumento que percibe para su congruo sostenimiento y el de su núcleo familiar.  Más aún cuando dentro del Régimen de Seguridad Social, constituye un fin Superior del Estado, la protección de las personas de la tercera edad, porque dentro del reconocimiento y pago de la pensión de jubilación, el tomar para ello una suma empobrecida, resultaría contrario a los postulados que se han venido predicando y un desamparó frente a esas personas.
De esta forma, si la falta de indexación como ya lo hemos plasmado desconoce principios constitucionales y legales, sería ilegitimo que se ampare en la inexistencia de normas legales, para su negativa, más cuando dicha indexación lo que representa es la actualización de una cifra que nace de la misma indexación de la moneda y corresponde a un pago dirigido a la magnitud real que se adeuda.
El caso en concreto: En el sub examine aparece que la accionante le fue reconocida la pensión por Resolución No. 001 del 16 de enero de 1979, efectiva a partir del 22 de octubre de 1978, en cuantía de $6.825,28 (Fls. 27 a 29 ó 65 a 68), teniendo como base para liquidar la misma el salario percibido durante su último año de servicios, esto es, el comprendido entre 22 de octubre de 1977 al 21 de octubre de 1978, sin que se vislumbre que dicha suma fue actualizada conforme al IPC.
En la documentación aportada se expresa que el actor presto sus servicios hasta el 21 de octubre de 1978 pero adquirió el status de jubilado el 22 de octubre de 1978. De igual forma se allego documento en que se vislumbra lo percibido como salario por el demandante en los años 1977 y 1978, esto es durante el último año de servicios.
De lo anterior se tiene que al demandante le fue liquidada su pensión en el año 1978 (fecha en la que efectivamente empezó percibir la misma con base en lo devengado en el último año de servicio (esto es 1977-1978), sin que en ninguno de sus apartes se disponga la actualización con el IPC, quedando su pensión rezagada con relación a la devaluación de la moneda.
Realizado el ejercicio con las pruebas allegadas, se tiene que el reajuste pensional, debe establecerse con la siguiente tabla:
	REAJUSTE PENSIONAL

	Año
	IPC
	Valor actualizado
	Valor real pagado 

	Diferencia mensual

	1978
	18.42%
	$6.825
	$6.825
	$ 0

	1979
	28.80%
	$ 8,082
	$ 7,849.07
	-$ 233

	1980
	25.85%
	$ 10,410
	$ 9,607.43
	-$ 802

	1981
	26.30%
	$ 13,101
	$ 10,859.46
	-$ 2,241

	1982
	24.03%
	$ 16,546
	$ 12,907.03
	-$ 3,639

	1983
	16.64%
	$ 20,522
	$ 15,698.08
	-$ 4,824

	1984
	18.28%
	$ 23,937
	$ 18,584.27
	-$ 5,353

	1985
	22.45%
	$ 28,313
	$ 21,647.04
	-$ 6,666

	1986
	20.95%
	$ 34,669
	$ 24,941.54
	-$ 9,728

	1987
	24.02%
	$ 41,932
	$ 29,561.44
	-$ 12,371

	1988
	28.12%
	$ 52,005
	$ 34,662.45
	-$ 17,342

	1989
	26.12%
	$ 66,628
	$ 44,021.31
	-$ 22,607

	1990
	32.36%
	$ 84,032
	$ 55,466.85
	-$ 28,565

	1991
	26.82%
	$ 111,224
	$ 69,921.51
	-$ 41,303

	1992
	25.13%
	$ 141,055
	$ 88,129.07
	-$ 52,926

	1993
	22.60%
	$ 176,502
	$ 110,187.78
	-$ 66,314

	1994
	22.59%
	$ 216,391
	$ 133,426.38
	-$ 82,965

	1995
	19.46%
	$ 265,274
	$ 163,567.40
	-$ 101,706

	1996
	21.63%
	$ 316,896
	$ 199,977.50
	-$ 116,919

	1997
	17.68%
	$ 385,441
	$ 251,629.70
	-$ 133,811

	1998
	16.70%
	$ 453,587
	$ 306,686.00
	-$ 146,901

	1999
	9.23%
	$ 529,336
	$ 370,783.00
	-$ 158,553

	2000
	8.75%
	$ 578,193
	$ 420,579.00
	-$ 157,614

	2001
	7.65%
	$ 628,785
	$ 475,044.00
	-$ 153,741

	2002
	6.99%
	$ 676,887
	$ 531,337.00
	-$ 145,550

	2003
	6.49%
	$ 724,202
	$ 568,477.46
	-$ 155,724

	2004
	5.50%
	$ 771,203
	$ 605,371.00
	-$ 165,832

	2005
	4.85%
	$ 813,619
	$ 638,666.00
	-$ 174,953

	2006
	4.48%
	$ 853,079
	$ 669,641.00
	-$ 183,438

	2007
	5.69%
	$ 891,297
	$ 699,640.00
	-$ 191,657

	2008
	7.67%
	$ 942,012
	$ 739,451.00
	-$ 202,561

	2009
	2.00%
	$ 1,014,264
	$ 796,167.00
	-$ 218,097

	2010
	3.17%
	$ 1,034,550
	$ 812,090.00
	-$ 222,460

	2011
	3.73%
	$ 1,067,345
	$ 837,833.00
	-$ 229,512

	2012
	2.44%
	$ 1,107,157
	$ 869,084.00
	-$ 238,073

	2013
	1.94%
	$ 1,134,171
	$ 890,290.00
	-$ 243,881

	2014
	3.66%
	$ 1,156,174
	$ 907,562.00
	-$ 248,612

	2015
	6.77%
	$ 1,198,490
	$ 940,779.00
	-$ 257,711

	2016
	5.75%
	$ 1,279,628
	$ 1,004,470.00
	-$ 275,158

	2017
	4.09%
	$ 1,353,207
	$ 1,062,227.00
	-$ 290,980

	2018
	3.18%
	$ 1,408,553
	$ 1,105,672.08
	-$ 302,881


Teniendo en cuenta lo ya expuesto y acogiendo la jurisprudencia citada, como procede la indexación de la primera mesada pensional, a efectos de mantener el poder adquisitivo de la prestación de la parte actora, porque permite ajustar las sumas a su valor real, el Despacho ordenará a la entidad demandada que proceda a actualizar con base en la variación anual del Índice de Precios al Consumidor, el salario básico y las demás primas y factores salariales, que le fueron incluidos como factor computable para la liquidación de su pensión de jubilación al demandante, devengados por aquel el año anterior al de su retiro (comprendido entre el 22 de octubre de 1977 al 21 de octubre de 1978); actualización que se hará desde el mismo 21 de octubre de 1978 (fecha de su retiro), y hasta el 22 de octubre de 1978 (fecha en que consolidó su derecho a disfrutar de la pensión de jubilación por haber cumplido los requisitos para ello), de acuerdo a la fórmula sentada para estos casos así: 

                             Vp=   Vh  x   Índice final
                                               Índice inicial

En donde el valor presente (Vp) se determina multiplicando el valor histórico (Vh), que es el valor de la primera mesada reconocida, por el guarismo que resulte de dividir el índice final de precios al consumidor certificado por el DANE que es el de la fecha del fallo, por el índice inicial correspondiente a cada uno de esos años que deben ser actualizados, esto es, desde 1994 y para cada uno de los años subsiguientes. Debiendo reconocer cada uno de los incrementos, para cada año independientemente, restándolos previamente de los valores ya reconocidos
.

Por tratarse de pagos de tracto sucesivo, la fórmula se aplicará separadamente mes por mes, para cada mesada de reajuste pensional, teniendo en cuenta que índice inicial es el vigente al momento de causación de cada uno de ellos.

Si es del caso, advertir que de esos valores, se harán los descuentos de Ley que deben ser reconocidos para salud.

Prescripción: En materia de pensiones de jubilación, tanto la Corte Constitucional como el Consejo de Estado han sido coincidentes, diciendo que es de naturaleza imprescriptible.    Esta institución se encuentra prevista expresamente para las decisiones judiciales en el artículo 332 del Código de Procedimiento Civil, el interesado mantiene el derecho a presentar nueva solicitud, y es ésta la razón judicial que permite al Despacho entrar a decidir el fondo del asunto respecto de estos actos administrativos, mediante la sentencia de mérito.  Y por tratarse de un acto que reconoce una prestación periódica éste puede demandarse en cualquier tiempo.
El Consejo de Estado en sentencia del 23 de marzo de 1979 dijo: 
“En forma reiterada ha sostenido esta Corporación que el derecho a pedir la pensión de jubilación no prescribe, por cuanto tratándose de un derecho vitalicio subsiste la acción correspondiente durante la vida del titular.

Prescriben sí las mesadas pensionales dentro del término establecido por la ley. Si el derecho pensional no extingue tampoco puede aplicarse el fenómeno prescriptivo a los factores que constituyen parte integrante del derecho. Conocido es el aforismo de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal.  

El salario es factor esencial para el reconocimiento de la pensión luego su tasación es imprescriptible como lo es el derecho mismo a la pensión, y por lo tanto cualquier factor salarial que se hubiere omitido al determinar el sueldo básico para la liquidación de la prestación puede reclamarse en cualquier tiempo. Opera sí la prescripción con respecto a las   mesadas   correspondientes.   Así    lo resolvió, entre otros casos, esta Corporación en sentencia de 2 de marzo de 1979, expediente N° 1965, con ponencia del magistrado Dr. Samuel Buitrago Hurtado”.

Ahora, la presente demanda se presentó el 5 de diciembre de 2017 y el derecho de petición del reajuste pensional se presentó el día 3 de febrero de 2017
, por lo que teniendo en cuenta la fecha de la petición, entre el momento que se presentó esta y la fecha en que se reconoció el derecho, pasaron más de tres años, deberá suspenderse este fenómeno desde la presentación de la petición, esto es el 3 de febrero de 2017 (tal como consta en el folio 30), es por lo anterior que se observa que se presentó el fenómeno de la prescripción trienal respecto de la mesadas dejadas de reconocer anteriores al 3 de febrero de 2014, fecha inclusive, por lo que procede el medio exceptivo propuesto por la parte accionada, pero solo respecto del pago de los valores que indexados deban de pagarse de más al demandante, no así, frente a la indexación que debe realizarse respecto de cada una de las sumas desde el año 1978.
Condena en Costas El artículo 188 del CPACA señala que en la sentencia se dispondrá sobre la condena en costas, a menos que se trate de un asunto de interés público, dándole el trámite consagrado para tal efecto en el Código General del Proceso, artículo 365, numeral 1º. Establece que habrá de condenarse en costa a la parte vencida en el proceso.

En mérito de lo expuesto, EL JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
FALLA:

PRIMERO: SE DECLARA LA NULIDAD TOTAL del acto administrativo contenido en las resoluciones No. 2017060094875 del 03 de agosto del 2017 por medio de la cual el negó la indexación y actualización de la mesada pensionaI con el IPC, Resolución No. S2017060105889 del 20 de octubre del 2017 resolvió el recurso de Apelación, por lo expuesto en la parte motiva de la presente providencia.

SEGUNDO: En consecuencia, de la anterior declaración y a título de restablecimiento del derecho, se ORDÉNA al DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA, reconocer y re-liquidar el valor de la primera mesada pensional del demandante LUIS FELIPE MONTOYA MORALES, identificado con la C.C. 526.547, con base en el INDICE DE PRECIOS AL CONSUMIDOR desde la fecha de retiro del servicio, y hasta la consolidación del derecho de pensión, teniendo en cuenta la formula indicada en las motivaciones de la demanda. Dicho valor resultante del Reajuste del IPC deberá ser tenido en cuenta para la liquidación de la base pensional de las mesadas posteriores.
TERCERO: A título de restablecimiento del derecho, CONDENASE al DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA, A PAGAR las diferencias que resulten de la re-liquidación ordenada en el numeral anterior, a partir de 3 de febrero de 2014, fecha inclusive.  
CUARTO: Las sumas reconocidas en esta sentencia deberán ser indexadas de conformidad con lo expresado en la parte motiva y se causarán intereses moratorios a partir de la ejecutoria de la respectiva sentencia, en los términos señalados en los artículos 192 y 195 del CPACA.

QUINTO: SE CONDENA EN COSTAS A LA ENTIDAD DEMANDADA, de conformidad con lo previsto en el artículo 188 de la Ley 1437 de 2011, en armonía con el artículo 365 del Código General del Proceso. Se fijan como agencias en derecho la suma equivalente a DOSCIENTOS CINCUENTA MIL PESOS ($250.000).
SEXTO: Désele cumplimiento a esta sentencia en los términos del inciso 4 del artículo 187 y los artículos 192 a 195 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  
SEPTIMO: La presente decisión se notificará conforme lo dispone el artículo 203 de la Ley 1437 de 2011 y contra la misma, procede el recurso de apelación, en el efecto suspensivo, ante el Honorable Tribunal Administrativo de Antioquia, el cual podrá interponerse y sustentarse dentro de los diez (10) días siguientes a su notificación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 247 del C.P.A.C.A. Advirtiendo que conforme al acuerdo PCSJA20-11549 7/05/2020 “por medio del cual se prorroga la suspensión de términos, se amplía sus excepciones y se adoptan otras medidas por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”; los términos para su control o apelación seguirán suspendidos hasta tanto el Consejo superior de la Judicatura lo disponga. 
OCTAVO: ARCHÍVESE el expediente una vez este en firme la presente decisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
ORIGINAL FIRMADA

OMAIRA ARBOLEDA RODRÍGUEZ

JUEZ
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